
QUE REFORMA EL ARTÍCULO 6O. DE LA LEY DE COORDINACIÓN FISCAL, A CARGO DE LA 

DIPUTADA MARÍA CANDELARIA OCHOA ÁVALOS, DEL GRUPO PARLAMENTARIO DE 

MOVIMIENTO CIUDADANO 

La suscrita, María Candelaria Ochoa Avalos, diputada federal a la LXIII Legislatura del honorable 

Congreso de la Unión, con fundamento en los artículos 71, fracción II, de la Constitución Política de 

los Estados Unidos Mexicanos, en relación con los artículos 6, numeral 1, fracción I, y 77, del 

Reglamento de la Cámara de Diputados, somete a la consideración de esta honorable asamblea la 

presente iniciativa por la que se adiciona un párrafo quinto al artículo 6 de la Ley de Coordinación 

Fiscal, bajo la siguiente 

Exposición de Motivos 

Entre los derechos humanos se ha incluido a la libertad de expresión y el derecho información y a la 

comunicación. El artículo 19 del Pacto Internacional de los Derechos Civiles y Políticos aprobado 

por la Asamblea General de las Naciones Unidas así lo establece. 

En el caso regional, la Organización de los Estados Americanos, en su Convención Americana sobre 

Derechos Humanos, conocido como Pacto de San José, establece en el artículo 13 el derecho a la 

Libertad de pensamiento y expresión, comprendiendo esté la libertad de buscar, recibir y difundir 

información. 

En nuestra Carta Magna, el artículo 6 reconoce el derecho a la información y establece que será 

garantizado por el Estado. 

En este marco, la información sobre la hacienda pública, la transparencia y la rendición de cuentas 

son parte de los mecanismos que garantizan el derecho a la información a los ciudadanos. Por ello, 

nuestro país cuenta con instrumentos legales e institucionales que buscan cumplir con la función de 

informar a los ciudadanos. 

Asimismo, en el propio decreto de Presupuesto de Egresos de la Federación se establece la obligación 

de los estados y municipios (y para el PEF 2017 también se deberán incluir las demarcaciones 

territoriales de la Ciudad de México) a transparentar y rendir cuentas sobre los distintos fondos de los 

que son beneficiarios. 

A pesar de ello, lo referente a los recursos financieros por participaciones de los estados y municipios 

ha sido manejado de forma opaca y discrecional. 

Al ser recursos que la federación transfiere a los estados y municipios que se incorporan al sistema 

nacional de coordinación fiscal a cambio de renunciar al derecho de cobrar algunos impuestos, se 

consideran como autónomos, es decir, que los estados y municipios los utilicen y destinen a las 

actividades y recursos de acuerdo a las necesidades que para su gestión administrativa, sus programas 

y los materiales requieren. 

Sin embargo, esta autonomía ha sido, a nuestro entender, confundida con opacidad y discrecionalidad, 

pues estos recursos han sido manejados como cajas chicas, como mecanismos de presión de los 

estados a los municipios, y en general se han manejado en la obscuridad administrativa, sin que 

pudieran ser fiscalizables ni observables. 



Esta situación cobra mayor importancia cuando consideramos que para el año 2016 las 

participaciones federales equivalen al 42% de los recursos transferidos desde la federación a los 

estados y municipios.1 

Más aun, cuando se considera los ingresos presupuestarios de los estados y municipios se tiene que 

en las entidades federales las participaciones son en promedio del 90% de sus ingresos totales y en el 

caso de los municipios, en promedio corresponden al 65%, pero hay casos de municipios rurales en 

los que las participaciones federales representan hasta el 90% de sus ingresos presupuestarios.2 

Por ello, para evitar la discrecionalidad de usos de estos recursos federales, combatir la corrupción y 

fortalecer la transparencia y la rendición de cuentas, siempre sin menoscabo de la autonomía de 

gestión de los recursos por parte de los estados y municipios, consideramos necesario que éstos 

informen sobre el destino y los montos a los que fueron destinados las participaciones federales que 

recibieron y estas sean dadas a conocer a los ciudadanos. 

Esta propuesta responde también a la esencia de la reciente reforma en materia de anticorrupción 

aprobada el 16 de junio de este año por la cual se promulgó la nueva Ley de Fiscalización y Rendición 

de Cuentas de la Federación, en la que se consolida la atribución de la Auditoria Superior de la 

Federación para fiscalizar las participaciones federales de los estados y municipios. 

Sin duda esta reforma es un avance para dar seguimiento, conocer y favorecer el uso eficiente de los 

recursos federales, evitando posibles actos de corrupción y desvíos de los mismos. Sin embargo, hacer 

operativa esta atribución requiere de instrumentos y herramientas que permitan la correcta 

fiscalización de las participaciones, por ello es que buscamos avanzar en este camino, al establecer 

que los estados y municipios informen de manera anual el destino y monto de las participaciones 

federales recibidas. 

En virtud de lo anterior, proponemos la adición de un párrafo quinto, recorriendo el actual a sexto, al 

artículo 6 de la Ley de Coordinación Fiscal, en el que se incluya la obligación de brindar el informe 

correspondiente a las participaciones recibidas y que estos sean publicados por la secretaria de 

Hacienda y Crédito Público a fin de informar a todos los ciudadanos e interesados en el tema, como 

el cuadro comparativo siguiente ilustra: 



 

Por ello someto a la consideración de esta honorable Cámara de Diputados la siguiente 

Iniciativa por la que se adiciona un párrafo quinto, recorriéndose el actual a sexto, del artículo 

6 de la Ley de Coordinación Fiscal 



Artículo Único: Se adiciona un párrafo quinto y se recorre el actual a sexto, del artículo 6 de la Ley 

de Coordinación Fiscal en los siguientes términos 

Capítulo I 

De las Participaciones de los Estados, Municipios y Distrito Federal en Ingresos Federales 

Artículo 6. ... 

... 

... 

... 

Las entidades, municipios y demarcaciones territoriales entregarán a la Secretaría de Hacienda 

y Crédito Público un informe sobre el destino y el monto en que fueran utilizadas las 

participaciones federales recibidas. La Secretaria dará la máxima publicidad a esta 

información a través de los medios de comunicación que disponga o genere para ello. 

El incumplimiento a las obligaciones de información previstas en este artículo será sancionado en los 

términos de la legislación en materia de responsabilidades administrativas de los servidores públicos 

Transitorio 

Primero. El presente decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Diario Oficial 

de la Federación. 

Notas 

1 Presupuesto de Egresos de la Federación 2016. Versión Ciudadana, SHCP, PP. 22 

2 ASF, Diagnóstico sobre la opacidad en el gasto federalizado, Auditoria Superior de la Federación, Cámara de 

Diputados, Junio 2013, PP. 13 

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a 8 de septiembre del 2016. 

Diputada María Candelaria Ochoa Avalos (rúbrica) 

 


